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ESTUDIO JURISPRUDENCIAL SOBRE EL DERECHO AL TRABAJO DE LOS 
VENDEDORES AMBULANTES EN BOGOTÁ.1* 
 




El presente artículo de investigación presenta el resultado de la realización de una revisión 
jurisprudencial en torno a los pronunciamientos de las Altas Cortes acerca del derecho al trabajo de los 
vendedores ambulantes, su importancia se enmarca en la vulneración constante que se ha ido presentando 
frente al derecho de los vendedores ambulantes y en el conflicto que se da entre este derecho y el derecho 
que tienen los ciudadanos en general a disfrutar del espacio público. Ello, con el propósito de responder 
a la siguiente pregunta de investigación: ¿Cuáles son los lineamientos jurisprudenciales frente al derecho 
al trabajo de los vendedores ambulantes en Bogotá? 
 
Abstract 
The subject of this research article is the labor situation of street vendors in Colombia, focusing mainly 
on the jurisprudential development that has had over the years; its importance is framed in the constant 
violation that has been presented against the rights of street vendors and in the conflict that exists 
between their rights and the right of citizens in general to enjoy public space. This, with the purpose of 
answering the following research question: What are the jurisprudential guidelines regarding the right 
to work of street vendors? 
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2. Desarrollo jurisprudencial. 
 









En los últimos años2 se evidencia un aumento de la sensibilidad pública y privada frente a disposiciones 
y mecanismos que protegen el espacio público (Piña, 2010, p.2). En Colombia la economía informal3  es 
el reflejo de los altos niveles de desempleo, los bajos ingresos de la población trabajadora y las 
condiciones cada vez más precarias en que se inserta al mercado laboral, donde la mayor parte de los 
trabajadores informales está desprotegida de los beneficios de la seguridad social y en especial del 
Sistema de Riesgos Profesionales (Palacios y Sierra, 2014, p.574). 
 
Rocha, Sánchez y García (2009) expresan como un dato histórico que “entre 1998 y 2003, en Bogotá4 se 
implementó una estrategia de recuperación del espacio público, que comprendió renovación urbana y 
                                                 
2 Según un estudio reciente realizado por el DANE de marzo a mayo del año 2017 la ciudad de Bogotá presentó un porcentaje 
de actividad informal de un 40,1%  (Boletín técnico del DANE, 2017). 
3 La economía informal se caracteriza, en parte, porque dispone de poco o ningún capital, utiliza técnicas rudimentarias y 
mano de obra en raras ocasiones calificada; quienes trabajan en ello suelen obtener ingresos muy bajos e irregulares, y su 
empleo es bastante inestable (Camargo, 2005, p. 75). 
4 Según cifras del Registro Individual de Vendedores Informales (RIVI), con corte a octubre de 2016, en Bogotá hay más de 
43.000 vendedores informales. La localidad que tiene más informalidad es Santa Fe, con el 19,53% de estos vendedores. Le 
sigue Kennedy con el 8,65% y Los Mártires, con 6,78% (Alcaldía mayor de Bogotá, 2017). 
para las ventas callejeras, control y relocalización “Rocha, Sánchez y García (p.245). Para este momento5 
los vendedores ambulantes se estigmatizan, haciendo que para las autoridades en muchas de sus 
comunicaciones o incluso para los ciudadanos “quien utiliza el espacio público no solamente desconoce 
la ley, sino que es un mal ciudadano” (Parra, 2006, p.32). 
 
En cuanto a las políticas de reubicación y protección del espacio público creadas en las estrategias 
anteriormente nombradas, se evidencia la relación entre la policía y los vendedores ambulantes, como 
autoridad competente y como personas reubicadas, respectivamente, a lo que según los autores Borja, 
Barreto y Sánchez (2008), existe una necesidad: 
 
En este caso particular, las experiencias negativas vividas por los vendedores en los últimos gobiernos 
de los alcaldes Mockus, Peñalosa y Garzón ponen de manifiesto la necesidad de generar procesos 
participativos que promuevan las ventas en el marco de las cooperativas y contribuyan al 
mejoramiento de la calidad de vida. (p.289) 
 
Calidad de vida que sin duda hace parte de los derechos fundamentales de estos trabajadores, ya que la 
venta informal6 es el mecanismo que ellos utilizan para poder seguir adelante en sus vidas y llevar un 
sustento al hogar. “Además de cargar el estigma de vendedores callejeros, sufren la economía neoliberal 
y la dinámica de la globalización que recrudece la situación de ellos, lo que contribuye a que la situación 
de los vendedores ambulantes sea inconfundible: pobreza, segregación, discriminación y violencia” 
(Araya, 2012, p.208). 
 
El discurso constitucional de los derechos fundamentales, como derechos que poseen una garantía 
reforzada (mecanismos de reclamo judicial directo, tutela, constitución rígida, reforma especial, etc.) si 
bien enfrentan un panorama mejor que los derechos humanos como discurso, también aparecen en el 
                                                 
5 Aunque durante la mayor parte de su historia, Bogotá fue un claro ejemplo de abandono del espacio público, desde hace 
tiempo se han venido evidenciando muchas iniciativas que se han convertido en una referencia para centros históricos 
similares en América Latina (Donovan, 2004, p.112). 
 
6 Los posibles inicios del comercio informal se deben al Excedente relativo de la fuerza de trabajo, es decir que se presenta 
una incapacidad de generar puestos de trabajo suficientes para balancear la oferta laboral y no logra satisfacer productivamente 
grandes segmentos de la población laboral obligando a estos desempleados a buscar medios de ingreso informales (Caldas, 
2010, p.14). 
escenario local como asunto de los jueces (Torres, 2016, p.35), sin embargo, el trabajo de los vendedores 
informales se ha visto truncado por los planes de desarrollo7 creados en distintos lugares del país para 
recuperar el espacio público que estos vendedores suelen tomar como espacio de trabajo; es entonces 
donde entra la pugna entre los derechos del espacio público y el derecho al trabajo, uno constitucional y 
el otro fundamental. 
 
Pugna en la que la honorable Corte Constitucional ha tomado parte a lo largo de los años intentando 
demostrar cual es el derecho que prevalece sobre el otro, pero dando soluciones donde se equilibre el uso 
de cada uno. Es por ello que en el presente trabajo se hará un análisis de las sentencias hito que han 
hablado sobre la situación de los vendedores ambulantes en Colombia respecto a la pugna anteriormente 
nombrada y cuales han sido las soluciones a tomar en cuenta, haciendo al mismo tiempo referencia al 
carácter vinculante de la jurisprudencia en el ordenamiento jurídico y como esta ha sido llevada a la 
práctica para el cuidado a la no vulneración de los derechos de los trabajadores ambulantes, es por ello 
que surge la siguiente pregunta que será desarrollada en este trabajo de investigación .¿Cuáles son los 
lineamientos jurisprudenciales frente al derecho al trabajo de los vendedores ambulantes? 
 
2. Desarrollo Jurisprudencial 
 
La Corte Constitucional se ha pronunciado reiteradamente sobre el tema de los vendedores ambulantes8, 
sobre todo en cuanto al conflicto entre la prevalencia9 del derecho al espacio público10 sobre el derecho 
                                                 
7 Como ejemplo de ello, el 26 de enero de 2016 comenzó la transformación del espacio público de Bogotá. Ese día se desplegó 
un importante operativo en la calle 72 entre la carrera Séptima y la avenida Caracas, en el marco de la campaña 'Ciudadanos 
en Acción'. Allí se recuperaron 102 postes, 20 semáforos, 280 m2 de fachadas pintadas y se removieron 661 afiches ilegales 
(Alcaldía mayor de Bogotá, 2016). 
8 Según Saldaña (2016), esta situación se ha caracterizado en diferentes momentos históricos del desarrollo de la ciudad por 
la ausencia de planificación, la falta de servicios urbanos, de servicios públicos domiciliarios y por el olvido de la inversión 
pública en atención a sus problemáticas (p.29). 
9 Al ejercer un derecho fundamental, éste se puede encontrar enfrente, en postura disconforme a la de ese ejercicio con el 
titular de otro derecho fundamental que pretende igualmente ejercerlo. En caso de conflicto o de antinomia subjetiva, si se 
permite la paradoja, quien debe ceder y quien debe continuar cómo se construye ese límite al derecho fundamental, son 
preguntas claves para una teoría de los derechos fundamentales (Castillo, 2005, p.2). 
10 El espacio público se constituye a través de la necesidad política, social y cultural “sentido”, la materialización física 
“forma” y la apropiación ciudadana “uso”, y esta última es, precisamente, la que ha terminado definiendo los modos de 
al trabajo, siendo antecedentes de este pensamiento las sentencias T-115/1995 y la T-398 de 1997 que 
expresan lo siguiente: 
 
La Constitución Política expresa con claridad que el trabajo es un derecho fundamental y que, en 
todas sus modalidades, merece la especial protección del Estado (artículo 25 C.P.), pero también 
señala que una de las bases de la convivencia en el Estado colombiano es el predominio del interés 
general (artículo 1º) y que es deber de las autoridades velar por la protección de la integridad del 
espacio público y por su destinación al uso común, que prevalece sobre el interés particular (artículo 
82 C.P.). 
 
La Corte en la sentencia T-372 de 1993, a su vez en un análisis sobre el conflicto de los vendedores 
ambulantes señaló: 
 
El conflicto entre el deber del Estado de recuperar y proteger el espacio público, el derecho al trabajo 
ha sido resuelto en favor del primero de éstos, por el interés general en que se fundamenta. Pero se 
ha reconocido, igualmente, que el Estado en las políticas de recuperación de dicho espacio, debe 
poner en ejecución mecanismos para que las personas que se vean perjudicadas con ellas puedan 
reubicar sus sitios de trabajo en otros lugares. Del libre ejercicio del derecho fundamental al trabajo 
depende la subsistencia de las familias de los vendedores ambulantes. Sin embargo, la ocupación del 
espacio público no está legitimada por la Constitución. 
 
 
Como se puede evidenciar, desde 1993 se expresa que el espacio público prevalece en cuanto al conflicto 
que hay con el derecho al trabajo, pero esto no quiere decir que la Corte haya hecho a un lado al derecho 
de los trabajadores, siempre se ha planteado que aunque el espacio público deba ser restituido por parte 
de los vendedores ambulantes, también estos deben ser reubicados en un lugar donde puedan desarrollar 
plenamente su trabajo sin dañar el espacio público o la movilidad de los ciudadanos que sería planteado 
como el bien común para las dos partes. 
 
                                                 
ocupación y utilización del espacio público que han definido su base social como lugar de comunicación ciudadana, expresión 
colectiva y engranaje urbano (García, 2015, p.27). 
Sin embargo, ese derecho a la reubicación expresado por la Corte, esta ha pronunciado una salvedad en 
cuanto a que solo tendrán derecho a esta reubicación los trabajadores que sean titulares de licencias o 
permisos otorgados por la autoridad local como se menciona en la sentencia T-372 de 1993: 
 
Las autoridades tendrán que hacer lo que esté a su alcance para lograr ubicar a los vendedores a 
quienes con anterioridad se le había permitido ocupar parte del espacio público, en sitios donde 
puedan desarrollar su actividad de manera permanente, sin el temor a ser desalojados, donde puedan 
ofrecer sus mercancías con las mínimas garantías de higiene y seguridad y donde no causen perjuicios 
a la comunidad en general. 
 
Adicional a esto, como requisitos a esta reubicación la Corte Constitucional en la sentencia T-160 de 
1996 estableció los siguientes: 
 
Se concluye entonces que esa obligación, que le corresponde cumplir al Estado, de reubicar, en caso 
de desalojo por motivos de interés general, a los vendedores ambulantes que venían ocupando 
debidamente autorizados un determinado espacio público, se genera siempre que se den los siguientes 
presupuestos: 
a. Que la medida se genere en la necesidad de hacer prevalecer el interés general sobre el interés 
particular. 
b. Que se trate de trabajadores que, con anterioridad a la decisión de la administración de recuperar 
un espacio público de uso común, hayan estado instalados allí. 
c. Que dicha ocupación hubiese sido permitida con anterioridad por las respectivas autoridades, a 
través del respectivo permiso o licencia. 
 
Otras sentencias que hablan sobre el equilibro entre la reclamación del espacio público y de las personas 
que se ven afectadas con esto es la T- 244 de 2012: 
 
Además, todas las medidas que adopten las autoridades administrativas en aras de proteger la 
integridad del espacio público deben ser proporcionales a la consecución de dicho fin y a la 
preservación del sustento de los sectores más vulnerables que se verán afectados por dichas medidas, 
y en su adopción e implementación se debe garantizar el derecho al debido proceso de los afectados. 
 
Y la T- 773 de 2007 con respecto a lo siguiente: 
 
Los derechos constitucionales fundamentales de estas personas no pueden ser restringidos hasta el 
extremo de hacerlas soportar ‘una carga pública desproporcionada, con mayor razón, si quienes se 
encuentran afectados [as] por las políticas, programas o medidas se hallan en situación de especial 
vulnerabilidad y debilidad por sus condiciones de pobreza o precariedad económica. 
 
Hasta entonces, siendo según la honorable Corte Constitucional prevalente el derecho al espacio público, 
también es necesario que no sea vulnerado el derecho al trabajo, ya que es un derecho fundamental, por 
lo que es una obligación del Estado crear alternativas económicas para estos vendedores pues de su 
trabajo depende la subsistencia de sus familias, familia que según la Constitución nacional es el núcleo 
de nuestra nación, y del Estado mismo. 
 
Por consiguiente, la sentencia T-722 de 2003 introdujo a la jurisprudencia la obligación de las autoridades 
distritales de ofrecer alternativas económicas a los vendedores informales cuando se realicen campañas 
de restablecimiento del espacio público de la siguiente manera: 
 
Las autoridades distritales competentes están en el deber constitucional de incorporar, como parte 
integrante de dichas políticas, programas o medidas de recuperación del espacio público, un 
componente obligatorio de provisión de alternativas económicas para quienes dependen del comercio 
informal para su sustento vital, el cual se debe haber formulado con base en una evaluación y un 
seguimiento previos y detallados de las condiciones sociales y económicas reales y cambiantes de la 
capital, con miras a asegurar el goce efectivo de los derechos fundamentales. 
 
Teniendo en cuenta el desarrollo que se ha venido evidenciando, se puede decir que la Corte 
Constitucional ha llevado a través del tiempo una línea jurisprudencial bastante coherente en donde no 
se ha dejado de lado a ninguno de los dos derechos mencionando cuales son los pasos a seguir para la 
coexistencia de los mismos, por eso estas sentencias hito han sido tomadas como antecedentes, ya que a 
partir de las mismas muchas más sentencias han sido desarrolladas de la misma manera hasta la 
actualidad. 
 
En consecuencia, se puede decir que respecto a las sentencias ya mencionadas es posible hablar de una 
doctrina probable11 haciendo referencia a la ley 169 de 1896 en su Art 4 que expresa: 
 
Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema como Tribunal de Casación sobre un mismo 
punto de derecho constituyen doctrina probable, y los Jueces podrán aplicarla en casos análogos, lo 
cual no obsta para que la Corte varíe la doctrina en caso de que juzgue erróneas las decisiones 
anteriores. 
 
Este elemento se convierte en regla esencial para configurar fuerza vinculante de la jurisprudencia, 
teniendo en cuenta que sin la existencia de una norma que indique en donde está ubicada la actuación de 
la jurisprudencia, y de esta manera, entender cuál es la relevancia que puede tener esta dentro del 
ordenamiento jurídico (Poveda, 2010, p.18), lo que a este estudio compete, ya que solo la jurisprudencia 
ha dado los parámetros para la situación laboral de los vendedores informales. 
 
Por lo tanto, y para hacer énfasis en lo analizado con el desarrollo jurisprudencial que ha tenido la 
situación de los vendedores ambulantes, se puede decir que la Corte Constitucional siempre ha dejado 
claro cuáles son los derechos que prevalecen sobre los otros, y como esos que no son prevalentes, en este 
caso el derecho al trabajo y a la vida digna de los vendedores ambulantes deben ser igualmente materia 
de atención por parte del Estado para así lograr un equilibrio entre los derechos; estos preceptos 
expresados por la Corte como anteriormente se hizo mención tienen un carácter vinculante, por lo tanto 
sirven como guía para que las autoridades cumplan con la labor de equilibrar la pugna entre el derecho 
al espacio público y el derecho al trabajo. La implementación de las políticas y planes de recuperación 
del espacio público lleva consigo la necesidad de analizar la situación económica y social de quienes se 
ven obligados a desalojar el espacio donde ejercen sus actividades, y diseñar planes que permitan a esas 
personas, con su activa participación, encontrar alternativas de sustento. Lo anterior, en virtud de la 
situación de vulnerabilidad en la que usualmente se encuentran los comerciantes informales, quienes, 
ante la imposibilidad del Estado de asegurar una política de pleno empleo, deben hacer uso de la 
informalidad para garantizar su subsistencia a través de la ocupación del espacio público. 
 
                                                 
11 La Corte condicionó la constitucionalidad de la norma al indicar que el apartado demandado debe entenderse aplicable 
únicamente a “las decisiones de la Superintendencia de Industria y Comercio relacionadas con la libre competencia y la 
vigilancia administrativa de la competencia desleal” (Ortíz, 2010, p.2). 
Luego, resultaría desproporcionada la recuperación del espacio público con sacrificio absoluto de la 
fuente de trabajo de una población vulnerable que no cuenta con la facilidad para acceder a otros medios 
de subsistencia. Si bien los comerciantes informales pueden limitar el disfrute de otras personas del 
espacio público, el Estado no puede desconocer que lo hacen con el fin de conseguir medios efectivos 
que aseguren su mínimo vital y les permitan la realización de otros derechos fundamentales. (Corte 
Constitucional, Sentencia T 904 de 2012). 
 
3. Consideraciones del autor. 
 
En aras de demostrar que tan eficaz ha sido el desarrollo de la jurisprudencia en la realidad se presentarán 
a continuación estadísticas y noticias al rededor del tema para así dar una respuesta más acertada al 
problema de investigación planteado. 
 
Pese a la controversia y el descontento que ha generado la política de recuperación del espacio público de la 
administración de Enrique Peñalosa entre los vendedores ambulantes de Bogotá, este miércoles el Distrito 
destacó los avances alcanzados a lo largo de 2016 y reveló que 3.295 de ellos se han sumado a los planes de 
reubicación ofrecidos por la Alcaldía (Diario El Espectador, 2017). 
 
Por lo que se presenta que una de las instituciones que arroja todas las estadísticas de las personas que 
hacen parte del gremio de trabajadores informales es el IPES12, a lo que se encuentra lo siguiente: 
 
El IPES, durante el 2013 censó a 1.099 vendedores que debían ser reubicados en espacios acondicionados 
para poder salir de la calle. No obstante, la Alcaldía Mayor en octubre de 2015, emitió la resolución 422, que 
aumentaba el número de beneficiarios a 3815 vendedores. Sin embargo, se encontró que en ese aumento 
significativo se incluyó población no vulnerable como asociaciones de vendedores que no son informales, 
menores de edad y propietarios de industrias y viviendas afiliados al régimen contributivo. 
 
Junto a lo anterior, la Personería hizo un estudio aleatorio del 10% con los documentos de identidad, para 
corroborar que efectivamente esas personas se encuentran en condición de vulnerabilidad. El resultado 
                                                 
12 Entidad que contribuye al mejoramiento de las condiciones de vida de los actores de la economía informal, a través de 
alternativas productivas, competitivas, sostenibles y generadoras de ingresos que propendan por su inserción en los circuitos 
de mercado formal y por el posicionamiento de las plazas de mercado como lugares de encuentro ciudadano, de abastecimiento 
de productos de calidad y precios competitivos, así como referentes turísticos y gastronómicos del país (IPES, 2017) 
arrojó que, de 382 personas, 153 personas pertenecen al régimen subsidiado, 152 personas pertenecen al 
régimen contributivo, 51 no aparecen con registro, 10 superan el puntaje del SISBÉN y las 16 personas 
restantes aparecen como fallecidas (Personería de Bogotá, 2017). 
 
A continuación, se citarán algunas noticias de los Diarios oficiales colombianos que pueden ayudar a 
aclarar y ampliar un poco más la situación de los vendedores ambulantes, teniendo en cuenta que en el 
último año entró en vigencia el nuevo código de policía donde se regula la situación del espacio público.   
 
En la Plaza de San Antonio, en pleno corazón de Medellín, más de 200 vendedores ambulantes de la zona se 
concentraron allí para protestar en contra de los traslados que se han dado por las obras de infraestructura que 
se adelantan en el sector. Las inconformidades de los comerciantes tienen que ver con que no hay consenso 
con la administración pública sobre a dónde ser trasladados. Por ejemplo, ellos dicen que La Bastilla o San 
Antonio, sectores donde son temporalmente trasladados, no tienen la misma conglomeración de personas que 
los lugares donde trabajan normalmente, por lo que sus ventas se ven afectadas (El Espectador, 2018). 
 
En esta noticia cabe destacar, que como bien la Corte Constitucional presentó como solución el traslado 
de los vendedores ambulantes a lugares donde no afectaran el espacio público, también debe tenerse muy 
en cuenta que no solo se debe presentar como garantía un lugar, si no las mismas condiciones de trabajo, 
ya que de nada sirve reubicar a los vendedores, si simplemente dejan de obtener los recursos que sirven 
de sustento para sus familias. 
 
La entrada en vigor del nuevo Código de Policía13 fue una muy mala noticia para los vendedores 
ambulantes. La norma estableció un endurecimiento de las medidas para que en caso de detectar que hay 
ocupación del espacio público en violación de las normas vigentes, los vendedores ambulantes sean 
multados, y si el comportamiento es reiterado, sus mercancías podrían ser decomisadas y hasta destruidas 
(Revista Semana, 2017).   
 
                                                 
13 Según el capítulo tercero del Código de Policía en el artículo 140 se especifican cuales son las conductas contrarias al 
cuidado e integridad del espacio público en donde se encuentra en el numeral 5 la ocupación del espacio público, situación 
que pone en peligro las condiciones de trabajo de los vendedores informales, más aun teniendo en cuenta las medidas que han 
usado en el código para sancionar esto. Para más información revisar el Código de Policía en: 
http://static.elespectador.com/archivos/2017/02/ddaded47db60946fd9e1e59cec13710d.pdf 
Este tipo de medidas según lo ya estudiado estarían creando una gran confusión en cuanto a lo que dice 
la Corte Constitucional y lo que en realidad hace el gobierno del país, puesto que como se denotó, el 
derecho al trabajo también es un derecho fundamental, y de ninguna manera se deben aceptar o tomar 
como indicadas medidas tan rigurosas que afecten de alguna manera a los vendedores informales. 
 
Por lo cual, cuando vemos la realidad de la situación de los vendedores ambulantes se puede notar que 
si bien hay iniciativas de crear lugares donde estas personas puedan hacer pleno uso de su derecho al 
trabajo, se queda solo en iniciativas, ya que los planes creados para esto o bien no se dan o simplemente 
no se dan resultados completos con las estadísticas de las iniciativas ya sea por falta de organización del 
Estado, o porque los vendedores informales no encuentran rentables las soluciones dadas con la 
reubicación, ya que si nos paramos a pensar en este razonamiento, muchos de los vendedores ambulantes 
comercializan los mismos productos a lo que sería sumamente desfavorable encontrar competencia todo 
el tiempo en un mismo lugar, lo que sería para algunos una situación favorable, para otros también sería 
desfavorable, y aunque la competencia hace parte del día a día de la economía no se puede jugar con la 
suerte de personas que se encuentran en un estado vulnerable, y quienes dependen para subsistir de su 
trabajo. 
 
Ante el Estado Social de Derecho Colombiano, una solución concreta es que se piense en la formalización 
de las empresas, y la formalización del trabajo, en dos situaciones diferentes; por un lado en la 
formalización de la empresa, para llenar los requisitos ante las diferentes entidades que controlan, vigilan, 
supervisan las empresas, como la Dian, la cámara de Comercio, pero en donde se agregue  que afilien, 
descuenten y transfieran la seguridad social, lo cual deben cumplir empresas serias, cumplidoras de la 
ley comercial, tributaria, y laboral y Seguridad Social, estando en mejores condiciones para competir, y 
enganchar más empleados (Nova, 2013, p.86). 
 
En la informalidad laboral de los vendedores, un paso que sería el mejor es formalizarlos, para ubicarlos 
en las empresas serias y conformadas, pero lo primero es la educación, mejor preparación académica, 
bachillerato; buscando que sea técnico o comercial; pero también una preparación, inducción y 
concientización, en los temas de Seguridad Social, para que se valore y se le vea la necesidad e 
importancia para él y su familia. Según Saldarriaga, Vélez y Betancur (2015) “Los vendedores 
ambulantes son emprendedores no formalizados que comercializan productos y servicios teniendo como 
lugar de operación la vía pública” (p.158), por lo tanto, sería bastante acertado usar las cualidades de 
emprendimiento de estas personas para ser piezas claves de las empresas; usando también como 
argumento de esto la idea del mercadeo intuitivo, Que como lo afirman Ardila, Hoyos y Sabogal (2010) 
“está asociado a los orígenes, es decir, la cultura donde nace, las costumbres de la región y las tradiciones 
de la zona” (p.131). Lo que quiere decir que este tipo de pensamiento basado en el mercadeo intuitivo es 
una idea que se puede utilizar para el mercadeo de cualquier empresa, ya que, si se sabe lo que el público 




Es así como se llega a la conclusión de que aunque la Corte Constitucional haya creado suficiente 
jurisprudencia sobre la situación de los vendedores ambulantes, jurisprudencia que para este tiempo ya 
tiene un carácter vinculante y de la que se puede decir existe doctrina probable, donde se ha dejado en 
claro que prima el derecho al espacio público pero que el derecho al trabajo de los vendedores ambulantes 
también debe ser cuidado y protegido con aras de que no se vulnere creando así un equilibrio entre estos 
dos derechos, es necesario hacer ver que en la práctica hay muy poca concordancia entre lo exigido por 
la Corte y lo que hacen las autoridades; muchas veces vulnerando los derechos de los trabajadores 
informales sin tener en cuenta el equilibrio que debe existir entre la restitución y el trabajo de las personas 
que se encuentran bajo la denominación de vendedores ambulantes. 
 
Por lo tanto, y como propuesta del presente artículo, es necesario que se piense  no en reubicar a los 
vendedores en zonas donde no hagan daño al espacio público, si no que sería mucho mejor crear 
iniciativas para que los vendedores ambulantes tengan los recursos para crear su propia empresa formal, 
o para que simplemente se integren a empresas ya formadas, donde estas personas puedan recibir junto 
a esto una educación para así emprender sus negocios o para ser piezas importantes de empresas de 
mercadeo, donde se pueda utilizar de manera positiva todos los conocimientos que estas personas han 
reunido en el tiempo que llevan realizando sus propios negocios de ventas informales. 
 
Para que, de esta manera, no solo el espacio público se vea mejorado, si no para que la economía del país 
y los índices de desempleo ya no se vean reflejados en las ventas informales, creando un equilibrio mucho 





 Araya, M. (2012). Antropología del ciber-espacio dinámica de la exclusión y la inclusión 
social y vendedores ambulantes. Revista Reflexiones, 91(1), 207-219. 
 
Ardila, I, Hoyos, O y Sabogal, D, (2010). Las prácticas de mercadeo intuitivo en el turismo popular. 
Perfiles Libertadores, 19 (33), p.131-153. 
 
Borja, H., Barreto, I. y Sánchez, V. (2008). Actitudes del vendedor ambulante de la localidad de 
Chapinero frente a sus condiciones laborales y políticas. Diversitas: Perspectivas en Psicología, 4(2), 
279-290. 
 
Camargo, D. (2005). Actividades económicas informales y tributación, p.75.Edición electrónica a 
texto completo en www.eumed.net/libros/2005/dfch-eva/ 
 
Caldas, S. (2010). Nivel de disposición de los vendedores ambulantes para la formalización de sus 
negocios en la ciudad de Bogotá D.C (Tesis de pregrado). Universidad pontificia Javeriana. Bogotá, 
Colombia. 
 
Castillo, L. (2005). ¿Existen los llamados conflictos entre los Derechos fundamentales?. 
Cuestiones constitucionales Revista mexicana de derecho constitucional. 1(12). p.1-4. 
 
Donovan, M. (2004). La Guerra por el espacio en Bogotá: La "recuperacion" del espacio público 
y su impacto sobre los vendedores ambulantes. Territorios (12), pp.109-146.   
 
García, D. (2015). Espacio público y comercio en la ciudad contemporánea.  Dearq. Revista de 
Arquitectura (17). Universidad de los Andes. Recuperado en: 
https://revistas.uniandes.edu.co/doi/ref/10.18389/dearq17.2015.02 
 
Página virtual del Instituto Para la Economía Social (IPES). (2017). Misión y Visión. Consultado 
el 05 de abril de 2018. Recuperado de: http://www.ipes.gov.co/index.php/entidad/mision-y-vision 
 
Redacción Nacional. (4 de enero de 2017). Más de 3.000 vendedores informales en Bogotá se 




DANE. (2017). Boletín técnico. Medición de empleo informal y seguridad social: trimestre movil 




Alcaldía mayor de Bogotá. (2017). Más de 3.000 vendedores informales han aceptado los planes 




Alcaldía mayor de Bogotá. (2016). Peñalosa ha liderado 150 operativos para recuperar el espacio 
público en Bogotá. Recuperado en: http://www.bogota.gov.co/content/temas-de-ciudad/gobierno-
seguridad-y-convivencia/penalosa-ha-liderado-150-operativos-para-recuperar-espacio-publico 
 
Redacción Nacional. (25 de enero de 2018). Vendedores ambulantes protestan en centro de 








Nova, M. (2013). La protección social en pensión, salud y riesgos profesionales de los vendedores 
informales semiestacionarios de Bogotá, sector entre carrera 7 y 10 entre calles 11 y 19 (tesis de 
pregrado). Universidad Nacional de Colombia, Facultad de derecho, Ciencias políticas y sociales. p. 86. 
 
Ortíz, I. (2010). El precedente administrativo en el ámbito del derecho de la competencia: 
comentario a la sentencia de la Corte Constitucional C-537 de 2010. Revista e-Mercatoria. 9(2). p.2. 
 
Palacios, P. y Sierra, C. (2014). Prevalencia y factores de riesgo asociados a alteraciones 
comunicativas en vendedores ambulantes de Popayán, Colombia. Revista Salud pública, 16 (4), 572-584. 
 
Parra, O. (2006). De la ciudadanía autoritaria a una ciudadanía social diferenciada y participativa. 
Apuntes sobre el debate vendedores ambulantes-espacio público. Revista Estudios Políticos, 28, pp. 31-
59. 
 
Personería de Bogotá, (24 de febrero de 2017), Desocupado Recinto Ferial para reubicar 
vendedores informales del 20 de Julio. 
 
Piña, A. (2010). Politización de las ventas ambulantes en Bogotá. Universidad Católica de 
Colombia Revista de Arquitectura, 12, 4-16. 
 
Poveda, A. (2010). El Precedente en el Derecho Colombiano Un Estudio Comparado con la 
Jurisprudencia (Tesis de pregrado) Universidad Católica de Colombia. Bogotá. 
 
Rocha, R, Sánchez, F, García, L. (2009). Ventas callejeras y espacio público: efectos sobre el 
comercio en Bogotá. Revista Desarrollo y sociedad, p.245-268.   
 
Saldaña, J. (2016). La rebelión urbana: Ciudad informal y mejoramiento integral de barrios, dos 
realidades de la producción del espacio urbano residencial para la población de bajos ingresos en 
Bogotá (2000-2016) (tesis de maestría). Universidad Nacional de Colombia. 
  
Saldarriaga, J, Vélez, C, Betancur, G. (2015). Estrategias de mercadeo de los vendedores 
ambulantes. Universidad Pontificia Bolivariana de Medellín, 19 (39). p.155-172. 
 
Torres, J. (2016). La transparencia y el buen gobierno, una perspectiva de los derechos humanos y 




Corte Constitucional, Sala quinta de revisión (16 de marzo de 1995) Sentencia T-115 de 1995. (M.P José 
Gregorio Hernández Galindo) 
 Corte Constitucional, Sala séptima de revisión ( 25 de agosto de 1997) Sentencia T- 398 de 1998 (M.P. 
Alejandro Martínez Caballero) 
 
Corte Constitucional, Sala primera de revisión (3 de septiembre de 1993) Sentencia T- 372 de 1993 
(M.P Jorge Arango Mejía) 
 
Corte Constitucional, Sala octava de revisión (29 de abril de 1996) Sentencia T-160 de 1996 (M.P. 
Fabio Morón Díaz) 
 
Corte Constitucional, Sala octava de revisión (20 de agosto de 2003) Sentencia T-722 de 2003 (M.P 
Álvaro Tafur Galvis) 
 
Corte Constitucional, Sala séptima de revisión (2 de noviembre de 2012) Sentencia T- 904 de 2012 
(M.P Jorge Ignacio Pretelt) 
 
Corte Constitucional, Sala séptima de revisión (26 de marzo de 2012) Sentencia T-244 de 2012 (M.P  
Jorge Ignacio Pretelt) 
 
Corte Constitucional, Sala séptima de revisión (25 de septiembre de 2007) Sentencia T-773 de 2007 
(M.P Humberto Antonio Sierra Porto) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
